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Acta N° 32 de febrero 8 de 2018
   



Decide la Sala la acción de tutela, propuesta por Mateo Mesa Galeano contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 
ANTECEDENTES

Mateo Mesa Galeano, actuando en su propio nombre, presentó acción de tutela por la presunta violación de los derechos que citó como: “debido proceso, art. 5 ley 472/98, art 13CN”.

Narra que presentó la acción popular número “2017-434” que terminó anormalmente, debido a la aplicación de la figura denominada agotamiento de jurisdicción, lo que considera incorrecto, toda vez que es inexistente otra acción que en la actualidad se tramite, y una que se surtió con anterioridad no “amparó nada”, lo que permite promoverla nuevamente. 
Como consecuencia de ello, solicita que de manera inmediata el Juzgado admita y continúe el tramite de la acción popular ya citada. 
  



Con auto del 25 de enero del año que avanza, se dispuso el trámite de la acción y se ordenó vincular al agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
El Juzgado accionado dio cuenta de lo acaecido dentro de la acción popular e indicó que, en efecto, terminó bajo la figura del agotamiento de jurisdicción, mediante proveído del 8 de noviembre de 2017 frente al cual el accionante se opuso a través de recurso de reposición y en subsidio apelación, el cual fue resuelto desfavorablemente con auto del 16 de noviembre de 2017; finalmente indicó que en providencia del 15 de enero del presente año, fue rechazada de plano idéntica solicitud, presentada por el abogado Paulo César Lizcano frente al auto que resolvio los recursos presentados por el actor en precedencia. Además, remitió copias del expediente  respectivo.
CONSIDERACIONES

  



La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de la protección de los derechos arriba señalados, por cuanto, aduce el actor, el Juzgado dispuso la terminación de la acción popular anunciada mediante la figura de agotamiento de jurisdicción, lo que estima inviable.
 


  
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. . Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental y (vii) violación directa a la constitución. 
 o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
Pues bien, para la Sala, pueden darse por satisfechos los requisitos generales anunciados, en cuanto se busca la protección constitucional anunciada, se interpuso el recurso pertinente, la providencia que se ataca data de menos de seis meses; la situación fue ventilada dentro del mismo proceso, y no se trata de otra acción de tutela. 

  



Ahora, si se acude a los requisitos específicos, la cuestión se apuntala en el defecto material o sustantivo, como quiera que se pone en entredicho la posición del funcionario al decretar la terminación del proceso que propuso el actor popular, por haber acontecido el fenómeno de agotamiento de jurisdicción. De ese defecto se ha dicho: 
  


Como ha sido perfilado por la jurisprudencia constitucional, se podría configurar un defecto sustantivo siempre que: (i) la decisión cuestionada se funda en una norma indiscutiblemente inaplicable al caso concreto, por ejemplo, ora porque la norma empleada no se ajusta al caso, no se encuentra vigente por haber sido derogada, o ha sido declarada inconstitucional; (ii) a pesar del amplio margen interpretativo que la Constitución le reconoce a las autoridades judiciales, la interpretación o aplicación que se hace de la norma en el caso concreto, desconoce sentencias con efectos erga omnes que han definido su alcance; (iii) cuando se fija el alcance de una norma desatendiendo otras disposiciones aplicables al caso y que son necesarias para efectuar una interpretación sistemática; (iv) cuando la norma pertinente es inobservada y, por ende, inaplicada; o finalmente, (v) en el evento en que, no obstante la norma en cuestión está vigente y es constitucional, no se adecúa a la situación fáctica a la cual se aplicó, porque a ésta, por ejemplo, se le reconocen efectos distintos a los expresamente señalados por el legislador
.
Para la Sala, a pesar de las explicaciones que blande el accionante, no hay criterios constitucionales que permitan deducir el resquebrajamiento de los derechos fundamentales invocados. En efecto, como se observa, la queja del actor deviene de la intelección que la funcionaria le ha dado a su petición, pues conoció de una acción popular dirigida contra la misma entidad financiera, con idénticas pretensiones, y que fue resuelta con sentencia del 13 de enero de 2016, providencia frente a la cual no hubo oposición oportuna, es decir, que adquirió firmeza. De ello da cuenta el acervo probatorio allegado, en el que es visible que la funcionaria accionada presentó en sendos proveídos, argumentos fundados en jurisprudencia del Consejo de Estado
 aplicable al caso. 

Así, pues, esas resoluciones (pág. 23 a 30 y 34 a 37 del cd -f. 8-), por sí solas, son insuficientes para trasgredir los derechos del demandante, porque la intelección que al asunto le dio la funcionaria de la causa, por más discutible que le parezca al accionante, y aun si pudiera admitir otras posiciones, no lleva inserta tal vulneración, que es lo que por esta vía se puede proteger. Apoyada en fundamento jurisprudencial sobre la materia y con el criterio que sobre el asunto estima aplicable, precedida de argumentos en torno a la naturaleza  del asunto, nada de antojadizo se advierte en la decisión de la funcionaria, con lo que al juez de tutela le está vedado intervenir, pues tiene dicho sobre el particular la jurisprudencia
 que:

Sólo las actuaciones judiciales que realmente contengan una decisión arbitraria, con evidente, directa e importante repercusión en el proceso, en perjuicio de los derechos fundamentales, pueden ser susceptibles de ataque en sede constitucional. No así las decisiones que estén sustentadas en un determinado criterio jurídico, que pueda ser admisible a la luz del ordenamiento, o interpretación de las normas aplicables, pues de lo contrario se estaría atentando contra el principio de la autonomía judicial. Debe tenerse en consideración que el juez, al aplicar la ley, ha de fijar el alcance de la misma, es decir, darle un sentido frente al caso. La tarea interpretativa es, por ello, elemento propio de la actividad judicial requerida siempre, a menos que la disposición tenga un único y exclusivo entendimiento, lo cual no solo es infrecuente sino extraordinario.

[...]La vía de hecho -excepcional, como se ha dicho- no puede configurarse sino a partir de una ruptura flagrante, ostensible y grave de la normatividad constitucional o legal que rige en la materia a la que se refiere el fallo. Por tanto, mientras se apliquen las disposiciones pertinentes, independientemente de si otros jueces comparten o no la interpretación acogida por el fallador, no existe la vía de hecho...”
Además, la acción de tutela no ha sido erigida como una instancia adicional con la que se pueda controvertir una decisión judicial; al contrario, su alcance es restringido y, por ello, se insiste, no permite cuestionar la interpretación que un juez realiza de un determinado asunto, a menos que ella sea tan absurda o antojadiza, que desborde la lógica, o cercene una evidente oportunidad procesal, situaciones inexistentes, según viene de verse, en el presente asunto. 

En consecuencia, se negará el amparo. 


 

Se absolverá a los demás involucrados, por no hallarse de su parte vulneración o amenaza frente a los derechos invocados.
    


   
DECISIÓN

  


  
En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Mateo Mesa Galeano contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
Se absuelve a los demás intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  
               DUBERNEY GRISALES HERRERA
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